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ASUNTO
Decide de fondo la Colegiatura, la acción de tutela que promueve el joven SEBASTIÁN VILLA ZAPATA quien actúa por intermedio del señor Personero Municipal del Municipio de Dosquebradas, en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, EL COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA Y EL COMANDO AÉREO DE COMBATE No. 6 por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales.
ANTECEDENTES
Cuenta el libelista que el joven Villa fue reclutado para la prestación del servicio militar obligatorio, siendo enviado al comando aéreo No. 6 de Tres Esquinas Caquetá, a pesar de ser bachiller su incorporación se realizó como soldado regular. 
Informa el libelista que en nombre del joven Sebastián procedió a enviar, al Comando Aéreo de Combate No. 06 de Tres Esquinas Caquetá, derecho de petición el 8 de septiembre de 2015, solicitando informar las razones por las cuáles él fue incorporado en calidad de soldado regular a pesar de ostentar la calidad de bachiller, sin que a la fecha se le haya dado respuesta alguna. 
Por otra parte, afirma el señor Personero que su prohijado a la fecha lleva 11 meses acuartelado sin que se le haya cambiado la modalidad de prestación del servicio, y de manera verbal en el batallón donde está, le han dicho que su salida se dará cuando cumpla 18 meses de prestación del servicio militar.
De acuerdo a todo lo dicho hasta el momento, afirma el señor Personero, que al joven Sebastián se le están vulnerando los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, petición, educación, entre otros, por el no cambio de la modalidad bajo la cual actualmente se encuentra prestando el servicio militar, toda vez que él es bachiller. 

LO QUE SE SOLICITA
Con base en la anterior información el representante judicial del joven Villa Zapata solicita de la Judicatura se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a la accionada modificar la modalidad de prestación del servicio militar bajo la cual él fue incorporado; por otra parte ordenar su desacuartelamiento una vez el cumpla los doce meses de servicio militar obligatorio para los bachilleres de acuerdo a lo establecido en la ley 48 de 1993. Igualmente que le sea entregada su libreta militar inmediatamente se dé su salida de la FAC. 
TRÁMITE PROCESAL
La acción fue entregada en este Despacho el día 23 de noviembre de 2015, fecha en la cual se avocó conocimiento de la acción, ordenándose notificar y correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las entidades accionadas para que se pronunciaran si a bien lo tenían sobre los hechos materia de tutela. 
RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS
Comando Aéreo de Combate No. 6 informa que no es cierto que el joven Sebastián hubiese sido reclutado por la FAC, sino que fue él quien voluntariamente se incorporó a esa institución para prestar el servicio militar obligatorio por un periodo de 18 meses, situación que conocía con anterioridad a su incorporación, pues se le había comunicado que allí sólo se podía prestar el servicio militar como soldado regular, no como bachiller, puesto que a todos los aspirantes que desean incorporarse a la FAC, se les hace saber que esa institución no cuenta con la infraestructura administrativa para recibirlos bajo otra modalidad. Muestra de ello es que el 30 de noviembre de 2014, el señor Villa signó la carta de solicitud personal para reclutamiento en la FAC, situación que también se hace evidente con su firma del acta de compromiso de los jóvenes que voluntariamente desean integrar las fuerzas de seguridad y defensa de bases de la FAC como soldado regular. 
Por todo lo anterior, considera que en ningún momento ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, maxime cuando él se presentó voluntariamente ante la institución para prestar su servicio militar obligatorio, retractándose con ello de hacerlo bajo la modalidad de bachiller en el Ejército Nacional. Así las cosas solicita se niega la tutela deprecada y anexa las actas firmadas por el accionante antes de su incorporación. 

El Comando General de Reclutamiento de la FAC, después de hacer un recuento de las normas que rigen la prestación del servicio militar obligatorio, informa respecto del caso concreto que el joven Villa Zapata a pesar de que debió presentarse ante el Ejército Nacional cuando se encontraba cursando el último año escolar para ser inscrito ante esa institución en la modalidad de bachiller, no lo hizo, y posteriormente, de manera voluntaria realizó la solicitud ante la FAC para tales fines. Afirma la institución, que la incorporación se llevó acabo respetando el debido proceso y desde el principio, tanto al accionante como a los demás jóvenes se les informó cuál era la modalidad de prestación del servicio militar que en esa entidad se tenía, recalcándoles que ellos serían soldados regulares, independientemente si eran o no bachilleres, y que tal situación implicaba que estarían por un tiempo de 18 meses en la Fuerza Aérea, dándoles al momento de la incorporación, la opción de que se retiraran si no estaban de acuerdo con esas condiciones, por esas razones es que además, se les hace firmar un acta de consentimiento informado. 
Por otra parte, indica que el actor usó el mismo derecho a la igualdad que hoy invoca para ingresar a esa institución recibiendo por ello los beneficios prestacionales de un soldado regular, los cuales no son renunciables por ley, aunado a ello, la Fuerza Aérea compromete recursos de la nación por un lapso de 18 meses por cada uno de los jóvenes que voluntariamente deciden hacerse parte de la institución. Por otra parte, hace saber que a diferencia de las otras fuerzas del orden, la FAC no se encuentra entre las instituciones que requieren de los servicios de los jóvenes bachilleres o no para conformar sus filas por falta de personal, ello porque cuenta con personal suficiente, por ende el proceso de selección de los jóvenes que deciden prestar su servicio militar allí, es tan rigurosa y selecta, incluyendo el tiempo de prestación del servicio, por ende sus afirmaciones en cuanto a que no fue debidamente informado, siendo engañado para incorporarse a la fuerza, queda desvirtuada no sólo con lo dicho, sino también, con las actas de consentimiento en donde el joven Sebastián renunció a la prestación del servicio militar obligatorio en la modalidad de bachiller en el Ejército Nacional, la Policía o el INPEC, para hacerlo en la FAC como soldado regular. 
Las demás entidades a pesar de haber sido debidamente notificadas no se pronunciaron frente a los hechos. 

PROBLEMA JURÍDICO 
La temática de desarrollo jurídico gira en torno a establecer si en el presente asunto existe o no vulneración por parte de la Fuerza Aérea Colombiana de los derechos fundamentales al debido proceso y la igualdad del joven Sebastián Villa Zapata, por no ordenar el cambio en la modalidad de la prestación de su servicio militar, para de esa manera proceder a su desacuertelamiento una vez cumpla los doce meses de servicio militar obligatorio que como bachiller le corresponde prestar. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por la libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordene a la FAC reconocerle su calidad de bachiller y en consecuencia ordenar su desacuertelamiento una vez cumpla el tiempo de prestación de su servicio militar obligatorio. 
Sobre el servicio militar obligatorio: 

La Ley 48 de 1993, “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”, establece lo relacionado con el procedimiento de vinculación e incorporación del personal apto para la prestación del servicio militar y las circunstancias conexas al mismo. Es así como el artículo 3 de la mencionada norma establece la obligación de todos los varones colombianos de prestar las armas una vez se cumple la mayoría de edad, este compaginado con el artículo 10 de la misma norma, indican:
“ARTÍCULO 3o. SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia nacional y las instituciones públicas, con las prerrogativas y las exenciones que establece la presente Ley.

ARTÍCULO 10. OBLIGACIÓN DE DEFINIR LA SITUACIÓN MILITAR. Todo varón colombiano está obligado a definir su situación militar a partir de la fecha en que cumpla su mayoría de edad, a excepción de los estudiantes de bachillerato, quienes definirán cuando obtengan su título de bachiller. 

La obligación militar de los colombianos termina el día en que cumplan los cincuenta (50) años de edad.” 

En atención a ello, el artículo 14 de la ley en cita dispone que todo varón colombiano, con un año de anterioridad al cumplimiento de su mayoría de edad, debe inscribirse para la definición de su situación militar, de no hacerlo, la autoridad militar podrá constreñirlo a que lo haga al cumplir los 18 años; por ello, el parágrafo 1º de la norma en cita, dispone que para el caso de los bachilleres su inscripción debe hacerse a través de la institución educativa donde se encuentren cursando el último año lectivo:
“PARÁGRAFO 1° Los alumnos de último año de estudios secundarios, sin importar la edad, deberán inscribirse durante el transcurso del año lectivo por intermedio del respectivo plantel educativo, en coordinación con la Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército. Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional solicitarán las cuotas de bachilleres, para su incorporación a la Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército, único organismo con facultad para cumplir tal actividad.”
Seguidamente, el parágrafo 2º del artículo atrás mencionado indica que “La inscripción militar prescribe al término de un (1) año, vencido este plazo, surge la obligación de inscribirse nuevamente.”

Adicionalmente, el artículo 15 indica que los inscritos se deberán someter a tres exámenes médicos, el primero de ellos, practicado por oficiales de sanidad del Ejército Nacional, para establecer si la persona es apta o no para el servicio, el segundo, el cual es opcional, por orden de las autoridades militares o por solicitud del inscrito el cual se realiza después de la práctica de pruebas más especialidades con la finalidad de demostrar la existencia de una patología o lesión incompatible con el servicio militar; y el tercero es al que son sometidos aquellos quienes son incorporados a las fuerzas armadas. 

Con base en los resultados de la primera revisión médica, se determina si el inscrito es apto o no, y se le informa la fecha, hora y lugar al cual debe presentarse con el fin cumplir los requisitos de selección e ingreso de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 de la Ley en mención, en ese momento se les clasifica y se les dice quienes deben ingresar a filas y quienes no, los varones que sean eximidos del servicio militar por cualquier razón, están en la obligación de pagar una cuota de compensación militar, para posteriormente obtener su libreta. 

Por otra parte, la norma consagra en su artículo 41 cuáles personas son considerados como infractores del deber de prestar el servicio militar, quienes:
“ARTÍCULO 41. INFRACTORES. Son infractores los siguientes:

a. Los que no cumplan con el mandato de inscripción en los términos establecidos por la presente Ley.

b. Los que habiéndose inscrito no concurran a uno de los dos primeros exámenes de aptitud psicofísica en la fecha y hora señalada por las autoridades de Reclutamiento.

c. Los que no concurran al sorteo sin causa justa.

d. Los que después de notificarse del acta de clasificación, no cancelen dentro de los treinta (30) días siguientes la cuota de compensación militar.

e. Los funcionarios del Servicio de Reclutamiento sea militar, civil o soldado que por acción y omisión no diere cumplimiento a las normas de la presente Ley.

f. Los que en cualquier forma traten de impedir que las autoridades del Servicio de Reclutamiento y Movilización cumplan con sus funciones.

g. Los que habiendo sido citados a concentración no se presenten en la fecha, hora y lugar indicados por las autoridades de Reclutamiento, son declarados remisos. Los remisos podrán ser compelidos por la Fuerza Pública, en orden al cumplimiento de sus obligaciones militares, previa orden impartida por las autoridades del Servicio de Reclutamiento.

h. Las entidades públicas, mixtas, privadas, particulares, centros o institutos docentes de enseñanza superior o técnica que vinculen o reciban personas sin haber definido su situación militar, o que no reintegren en sus cargos, previa solicitud a quienes terminen el servicio militar, dentro de los seis (6) meses siguientes a su licenciamiento.”

Seguidamente, en el artículo 42 se establecieron las sanciones para las personas atrás mencionadas, en el caso específico de quienes son declarados como remisos, el literal e indica: “Los infractores contemplados en el literal g), serán sancionados con multa equivalente a dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes, por cada año de retardo o fracción, sin exceder 20 salarios.”. Para la aplicación de las sanciones pecuniarias, la autoridad militar competente deberá expedir una resolución, debidamente motiva contra la cual proceden los recursos de reposición y apelación de acuerdo a lo establecido en el Código de Procedimiento Civil.  
El caso concreto: 
En el presente asunto se tiene que el joven Sebastián efectivamente se presentó de manera voluntaria a la Fuerza Aérea Colombiana, siendo incorporado de manera efectiva, en el año 2014 sin tener certeza de la fecha exacta. Igualmente se puede observar a folios 13 a 14, que en el mes de diciembre del año 2013 obtuvo su título de bachiller.

Bajo ese contexto es evidente que el joven Villa Zapata, debió presentarse a finales del año 2013 y principios del año 2014 para definir su situación militar ante el Ejército Nacional, el INPEC o la Policía Nacional bajo la modalidad de bachiller, a fin de estar en cualquiera de esas instituciones de las fuerzas del orden público por un periodo de 12 meses, sin embargo es claro que no lo hizo, y por ello a finales del año anterior se presentó de manera voluntaria a la Fuerza Aérea Colombiana para tales fines, seguramente motivado por los beneficios prestaciones y de seguridad, pues no se puede olvidar que quienes prestar su servicio militar en la FAC no van a zonas de combate o con problemas de orden público, como pasa en el Ejército Nacional; firmando para ello un acta de compromiso, en donde acepta voluntariamente ingresar a esa institución como soldado regular por un término de 18 meses
. 
En ese orden de ideas, es claro, como lo indica la entidad accionada, que el joven Sebastián Villa de manera voluntaria renunció a la posibilidad de prestar su servicio militar obligatorio como soldado bachiller para hacerlo como soldado regular; sin embargo, si bien es cierto en el atrás mencionado documento se indica que el tiempo de servicio será de 18 meses, no se observa que en aparte alguno de ese documento se le indique a quien lo suscribe las diferencias de tiempo y beneficios prestaciones de seguridad social que tiene un soldado regular respecto de uno bachiller o alguna otra de las modalidades de prestación de servicio militar obligatorio. 
En ese orden de ideas, si bien es cierto existe un acta de compromiso suscrita por el accionante, no se puede asegurar con total certeza que ese documento ilustre con suficiencia, como pretende hacerlo ver la FAC a los jóvenes que ingresan a su institución, respecto de las diferencias entre las distintas modalidades de prestación de servicio militar y las características de una u otra, especialmente porque con ese documento no se toma en cuenta la capacidad de comprensión del firmante, y menos si de verdad entendió o no lo que allí dice, situación que es bien importante realizar con jóvenes que toman decisiones a la ligera y muchas veces sin medir las consecuencias de las mismas. 
Al respecto dijo la Corte Constitucional:

“Ahora bien, lo anterior no es óbice para que si de manera libre, espontánea e informada el conscripto apto decide incorporarse en una modalidad diferente, de soldado bachiller o auxiliar de policía bachiller, a regular, sin embargo, esta situación especial debe estar precedida de un consentimiento informado, toda vez que hay una renuncia de ciertos beneficios y prerrogativas que la ley reconoce representados en tiempo, -12 meses de servicio- y actividades de bienestar social a la comunidad-, preservación del medio ambiente y conservación ecológica- así como el lugar de prestación en la zona geográfica en donde residen todo ello, en atención a la condición de tener estudios concluidos de bachillerato. Así las cosas, del contenido de la norma se colige entonces que hay ciertas modalidades para la prestación del servicio militar y, en consecuencia, cierto margen de libertad y autonomía en relación con la opción, lo que implica en todo caso que el joven realice la manifestación de la voluntad producto de un consentimiento informado en el que conozca cada una de las alternativas, los riesgos y/o beneficios inherentes a las mismas. 

En tal sentido, el Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional deben adoptar las medidas adecuadas y necesarias para informar claramente a los jóvenes que voluntariamente deseen optar por alguna de las modalidades que la ley brinda cuáles son los derechos y deberes que les asisten, así como los peligros de una u otra alternativa. Esta información debe ser el producto de un espacio de inter-comunicación, inter-relación e inter-acción entre los actores involucrados en el que se genere un ambiente de confianza, respeto y compromiso para elegir lo que más le convenga al joven y le permitan tomar decisiones con plena conciencia y consentimiento sobre las cuestiones que afectan su vida y desarrollo personal.

Se enfatiza además que no es suficiente que el Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional, al momento de lograr el consentimiento informado, brinden datos de manera mecánica, procedimental o simplemente haga llenar un formato, sino que deben evaluar el grado de percepción y comprensión del joven aspirante que recibe la información, y ello sólo es posible mediante una conversación abierta, sincera, con datos claros y precisos entre los sujetos participantes que minimice las barreras de la comunicación que puedan surgir en algunos casos por las diferencias en los niveles educativo, cultural, socioeconómico y condiciones de vida.

En tal sentido, incluso en aquellos casos en los cuales un joven, teniendo el derecho a ser soldado bachiller, opte por una modalidad con un alto grado de peligrosidad como soldado regular y los funcionarios de reclutamiento del Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional cuenten con elementos claros y objetivos para considerar que no tiene las aptitudes psicofísicas, psicológicas o mentales, tienen la obligación de adoptar medidas para encausar el consentimiento libre y espontáneo a favor de sus derechos      

En este caso particular se trata de elegir la modalidad del servicio militar que deben prestar y por ser una decisión de carácter transcendental que involucra aspectos relacionados con mayores y/o menores peligros para la vida y la integridad personal, es apenas lógico que se exija un grado alto de información del personal encargado de hacer el reclutamiento en garantía de los derechos fundamentales en juego.   

Como se indicó previamente, el acto del joven  ha de ser espontáneo, libre de presión, engaño, apremio, amenaza de cualquier índole, los que, si llegaran a presentarse en casos concretos, implicarían violación de la norma legal y simultáneamente de los derechos fundamentales de rango constitucional a los que se ha hecho referencia y de los tratados internacionales sobre derechos humanos. 

Todo lo anterior, por cuanto el hecho de que se erija como deber constitucional el servicio militar no supone la desprotección de quien se encuentra obligado a prestarlo, ni debe ser un obstáculo para su desarrollo, sino que resulta ser una limitación del orden jurídico que no implica una restricción abusiva de los derechos de los ciudadanos. [22] “

Con base en todo lo anterior, es claro para esta Colegiatura que Sebastián Villa Zapata debió ser incorporado a las filas de las Fuerzas Militares, en cualquiera de las instituciones que la conforman, en la modalidad de soldado bachiller no como soldado regular, sin embargo como él voluntaria y libremente decidió hacerlo de otra manera sería del caso decir que no es viable en este momento aceptar su retracto como lo ha hecho la FAC hasta el momento, sin embargo, no puede la Sala desconocer que haciendo uso de esa misma voluntad de libre escogencia, ahora el joven Villa Zapata, ha decido manifestar que es su deseo no continuar en la institución castrense por un periodo superior a los 12 meses que legalmente le corresponde dada su calidad de bachiller. Aunado a ello, como la misma accionada lo dice, no es una institución militar que tenga problemas de personal y que por ello requiera mantener a un conscripto en contra de su voluntad, simplemente porque por un problema de orden administrativo no ha logrado regular en su interior la modalidad de prestación del servicio militar obligatorio para bachilleres, especialmente cuando en casos como el presente, el joven que se enlista da a conocer desde el principio su condición de egresado de una institución educativa reconocida legalmente por el Ministerio de Educación Nacional. 
“3.5. Teniendo en cuenta lo señalado, no se ofrece a duda que José Daniel Caicedo Plaza suscribió un acta de compromiso en la cual se informó lo relacionado con la inscripción a la institución en calidad de soldado regular por un término de 18 meses, sin que se hubiese hecho advertencia alguna en torno de las diferencias que existen entre una y otra modalidad.

Quiere decir lo anterior, que muy a pesar de haber suscrito dicha acta, donde aceptó las condiciones que se derivaban al ingresar como soldado regular, al cumplir el término de 12 meses que por ley le correspondía acatar, no surge ninguna obligación para el militar de continuar en las filas, amén que el organismo tenía el deber de ilustrarlo de manera directa, no por medio de un formato, y por supuesto, valorando la compresión del ciudadano respecto de las consecuencias derivadas por haber sido vinculado en calidad de soldado regular, procedimiento que no se acreditó.

Frente a una situación similar, esta Corporación en providencia CSJ STP, 9 de abril de 2013, Rad. 66125, señaló que:

(…) el accionante en su condición de bachiller debió ser incorporado a las filas de las Fuerzas Militares o de Policía por un periodo máximo de 12 meses; por tanto, una vez cumplido este lapso, no está en la obligación legal de permanecer en el servicio.

Ahora, si bien a lo anterior la entidad accionada opone que…voluntariamente aceptó ser incorporado como soldado regular, también es verdad que nada le impide desistir de esa manifestación o renunciar al servicio que no está compelido a prestar, por cuanto su situación ya está por fuera del marco jurídico que rige el servicio militar obligatorio. 

Adicionalmente, no obstante que las obligaciones nacen, entre otras fuentes, del concurso real de las voluntades libre de vicios entre 2 o más personas, en tratándose de servicios personales subordinados, -diferente al servicio militar obligatorio,- la manifestación de voluntad para continuar al servicio del Ejército Nacional por un periodo adicional al indicado en la ley, no implica el deber de permanecer en las filas durante ese lapso, pues ello atenta contra la libertad del conscripto de escoger su labor.

Obsérvese como incluso en las relaciones laborales –servicios personales con subordinación-, quien tenga la condición de trabajador, no obstante manifestar su voluntad de prestar un servicio a un particular o al Estado durante un término fijo o de forma indefinida, nada le impide renunciar a su compromiso en garantía de su derecho a escoger libremente su actividad laboral.
En este orden de ideas, si…no desea permanecer en las filas de las Fuerzas Militares por un periodo superior al señalado como obligatorio en el ordenamiento jurídico, no existe fundamento jurídico alguno que habilite a la entidad accionada a retenerlo para su servicio, pues ello no es otra cosa que una forma de servidumbre, la cual está enfáticamente prohibida en la Constitución Política –Artículo 17: Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus formas-. (Los resaltados fuera de texto). 

3.6. También interesa señalar si la << Fuerza Aérea>> Colombiana no prevé la modalidad de soldado bachiller para la incorporación del personal con la finalidad de prestar el servicio militar obligatorio, es una situación que el demandante no tiene porqué soportar, máxime si no obra un deber legítimo que le imponga la permanencia en la institución luego de cumplido el plazo legal.

4. En conclusión, como al accionante no se le informó en debida forma las consecuencias en punto de la vinculación a la institución militar como soldado regular, surge diáfana la vulneración del derecho al debido proceso y por lo tanto necesaria se hace la intervención del juez de tutela para su pronto restablecimiento.”

Con base en todo lo anterior, es claro que al joven Sebastián Villa Zapata se le están vulnerando los derechos fundamentales a la igualdad y el debido proceso, pues se le está dando por parte de la FAC, el trato de un soldado regular, cuando desde el inicio de los trámites para su ingreso a esa institución castrense puso en conocimiento de las autoridades correspondientes su condición de bachiller académico, circunstancia, que a pesar de la suscripción por su parte de un acta compromisoria, donde aceptaba prestar el servicio militar obligatorio bajo la modalidad de soldado regular, debe ser tenida en cuenta para ordenar su desacuartelamiento cuando cumpla los doce meses en la institución, o por lo menos para solicitarle que ratifique si es su deseo continuar los seis meses restantes. 

Así las cosas, y siguiendo la línea jurisprudencial trazada tanto por la Corte Constitucional como por la Corte Suprema de Justicia, es deber de este Juez Colegiado, proceder a tutelar los derechos del accionante dentro del presente asunto, para de esa manera ordenarle al Comando de Reclutamiento de la Fuerza Aérea Colombiana que en conjunto con el Comando Aéreo de Combate No. 6 de esa misma institución, que dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la presente decisión, procedan a realizar todos los trámites administrativos pertinentes para determinar si el soldado Sebastián Villa Zapata ya cumplió el plazo de 12 meses de servicio militar obligatorio; de ser así, en un lapso igual, deberán proceder las encartadas a separarlo de la institución adelantando todas las gestiones que correspondan para la expedición de su respectiva libreta militar. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la igualdad y el debido proceso del joven SEBASTIÁN VILLA ZAPATA quien actúa en el presente asunto por intermedio del señor Personero Municipal de Dosquebradas-Risaralda, teniendo en cuenta todo lo dicho en la parte considerativa de este fallo. 
SEGUNDO: ORDENAR al COMANDO DE RECLUTAMIENTO DE LA FUERZA AÉREA COLOMBIANA que en conjunto con el COMANDO AÉREO DE COMBATE NO. 6 DE ESA MISMA INSTITUCIÓN, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de la presente decisión, procedan a realizar todos los trámites administrativos pertinentes para determinar si el soldado Sebastián Villa Zapata ya cumplió el plazo de 12 meses de servicio militar obligatorio; de ser así, en un lapso igual de 10 días, deberán proceder a separarlo de la institución adelantando para ello todos los trámites que corresponda para la expedición de la respectiva libreta militar.
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.


� Ver folio 64 del cuaderno de tutela. 


� Corte Constitucional, sentencia T-976 de 2012, M.P. Dr. Alexei Julio Estrada. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sala de decisión de Tutelas No. 1, rad. 81287, 27 de agosto de 2015, M.P. Dr. Luis Guillermo Salazar Otero. 
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